
III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

7833 ORDEN de 13 de febrero de 1984 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sec­
ción 2.a) de la Audiencia Nacional en el recurso 
número 23.204, interpuesto por don Luis Matías 
de Juan García.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 23.204, seguido en única instancia ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo (Sección 2.*), de la Audiencia Na­
cional por don Luis Matías de Juan Garcia, contra la Adminis­
tración Pública, representada y defendida por el Abogado del 
Estado, sobre liquidación d#la cuantía de los trienios efectuada 
al interesado por el habilitado, por no haber sido practicada 
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1678, de 26 
de diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que a la
Íiroporcionalidad 8, le corresponde como Auxiliar diplomado de 
a Administración de Justicia y ante el silencio administrativo 

aplicado a la reclamación del referido Auxiliar, se ha dictado 
sentencia por la mencionada Sala, con fecha 29 de abril de 
1983, cuya parto dispositiva dice asi:

«Fallamos: Que estimando el actual recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Luis Matías de Juan Garcia 
frente a la Administración General del Estado, representada y 
defendida por su Abogacía, contra la denegación presunta, pro­
ducida por silencio administrativo, del Ministerio de Justicia, 
sobre actualización económica de trienios a que la demanda se 
contrae; debemos declarar y declaramos no ser conformes a 
derecho dicho acto administrativo combatido, anulándolo y de­
jándolo sin efecto, declarando en su lugar el derecho que le 
asiste a la parte hoy recurrente a que le sean actualizados 
los trienios que como Auxiliar de Justicia le fueron reconocidos 
en su día por aquél, y cuyos trienios percibe como parte inte­
grante de sus haberes, verificándose tal actualización por virtud 
de lo establecido en la Orden de 27 de marzo de 1978, cuyos 
beneficios económicos son de aplicación, con efectos de tal 
naturaleza desde el 1 de enero de 1978, al 31 de diciembre de 
1979, por entrar en vigor el 1 de enero de 1980, el Índice mul­
tiplicador único, para el Cuerpo de Auxiliares de la Adminis­
tración de Justicia, conforme a la Ley 17/1980, de 24 de abril, 
en la cuantía que para 1678 establece la Ley 1/1978, de 16 
de enero, y en la cuantía que para 1679 establece el Real 
Decreto-ley 70/1978, de 29 de diciembre; todo ello sin hacer 
expresa declaración de condena en costas, respecto de las deri­
vadas de este proceso jurisdiccional.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen a los efectos 
legales junto con el expediente en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos (firmada y rubricada).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de - la Jurisdicción Contencioso- 
Admlnlstrativa de 27 de diciembre de 1658, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 13 de enero de 1984.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.
Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­

ción de Justicia.

7834 ORDEN de 20 febrero de 1984 por la que se acuer­
da el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de La Coruña en el recurso 
número 683 del año 1982, interpuesto por don Pedro 
Areoso Padín.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 883 de 1982, seguido en única instancia ant la Sala de 
lo Contencioso-Adminlstratlvo de la Audiencia Territorial de La 
Corulla por don Pedro Areoso Padin, contra la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada al in­
teresado por el habilitado, por no haber sido practicada confor­

me a lo dispuesto en el Real Decreto ley 70/1978, de 29 de 
diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que a la pro­
porcionalidad 8 le corresponde como Oficial de la Administra­
ción de Justicia y ante el silencio administrativo aplicado a la 
reclamación del referido Oficial, se ha dictado sentencia por la 
mencionada Sala, con fecha 5 de diciembre de 1983, cuya parte 
dispositiva dice asi:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por don Pedro Areoso Padin 
contra silencio administrativo por parte del Ministerio de Jus­
ticia a escritos del recurrente de 25 de noviembre de 1981 y 1 
de abril de 1982, sobre 'actualización de trienios, declarando la 
nulidad de tal acto como contrario al ordenamiento jurídico, asi. 
como el derecho del recurrente a que en el régimen retributivo 
vigente en los años 1978 y 1979 los trienios completados en el 
extinguido Cuerpo de Oficíales de la Justicia Municipal le fue­
ron abonados en función al Índice de proporcionalidad 8 y conde­
namos a la Administración a que le abone la diferencia, per­
cibida de menos en los años 1978 y 1979, entre lo correspon­
diente a los trienios por Índice 8 y por Indice 8, por todos los 
trienios completados en el referido Cuerpo; sin imposición de las 
costas.

Firme que sea la presente, devuélvase el expediente admi­
nistrativo al centro de procedencia, juntamente con certificación 
y comunicación.

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos (firmada y ru­
bricada) .»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1958, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 20 de febrero de 1984.—P. D., el Subsecretario, Li­

borio Hierro Sánchez-Pescador.
Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­

ción de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA

7835 ORDEN 111/00144/1984, de 24 de febrero, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo dictada con fecha 14 de noviembre 
de 1983 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Fernando González Castro, Gene­
ral Subinspector del Cuerpo de Ingenieros de Ar­
mamento y Construcción.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una como demandante, don Fernando.González 
Castro, quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra los Decretos números 2312 y 2389, 
de 10 y 19 de octubre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 
14 de noviembre de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad ale­
gada por el representante de la Administración, declaramos la 
nulidad del expediente administrativo a que se refiere este 
recurso contencioso, a partir del momento en que por el recu­
rrente, excelentísimo señor don Fernando González Castro, se 
interpuso recurso de reposición contra los Decretos números 
2312 y 2389, de 10 y 19 de octubre de 1981, a cuyo momento pro­
cesal deberá reponerse las actuaciones, para que cumpliendo 
el trámite omitido de dar traslado del aludido recurso, a quienes 
se refieren los referidos Decretos, a efectos de que tengan la 
posibilidad de ser oídos, siga tras ello, la correspondiente 
tramitación a fin de dictar la resolución o resoluciones perti­
nentes, sin expresa imposición de costas en este recurso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publioará en el 
"Boletín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Le­
gislativa”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, manda­
mos y firmamos.»



En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 24 de febrero de 1984.—P. D., el Director general 

de Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

7836 ORDEN de 25 de enero de 1984 por la que se 
conceden a las Empresas que se mencionan los be­
neficios fiscales que establece la Ley 152/1963, de 
2 de diciembre, sobre industrias de interés prefe­
rente.

Ilmo. Sr.: Vistas las Ordenes del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación de 21 de diciembre de 1983, por las que 
se declara comprendidas en zonas de preferente localización 
industrial agraria definidas en la Orden ministerial de Agricul­
tura y Pesca de 30 de julio de 1981, y según la normativa del 
Decreto 2853/1961, de 8 de septiembre, a las Empresas que al 
final se relacionan

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de confor midad con lo establecido en el artículo 6.° de la 
Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y artículo 8." del Decreto 2392/ 
1972, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamenta­
rias de cada tributo, a las específicas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento 
señalado por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 
1965, se otorgan a las Empresas que al final se relacionan el 
siguiente beneficio fiscal:

A) Reducción del 95 por 100 del Impuesto General sobre 
el liáfico de las Empresas que graven la importación de bie­
nes de equipos y utillaje de primera instalación, cuando no se 
fabriquen en España. Este beneficio se hace extensivo a los 
mareriales y productos que, no produciéndose en España, se 
importen para su incorporación en primera instalación a bienes 
de equipo de producción nacional.

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra A) se en- 
tienoc concedido por un período de cinco años a partir de la 
publicación de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado». No 
obs j nte, dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá finaliza­
do el mismo día que, en su caso, se produzca la integración 
de España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo se iniciará, cuando procediere, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
ce Aduanas e Impuestos Especiales, de acuerdo con lo pre­
visto en la Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la pri­
vación de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en 
su caso, de los impuestos bonificados

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición, do acuerdo oon lo previsto en el articu­
lo 126 de la Ley de Procedimiento Administrativo, ante el Mi­
nisterio de Economía y Hacienda, en el plazo de un mes, con­
tado a partir del día siguiente al de su publicación.

Cuarto.—Relación de Empresas:
«Lecherías Reunidas, S. A.».—Instalación de un tanque de 

refrigeración de leche en origen en Mirones-Miera (Cantabria) 
(N. I. F. A-3BOO960).

«Julio Rey Alvarez». (DNI 12.642.719).—Instalación de un tan­
que de refrigeración de leche en origen en Castil de Vela 
(Paiencia).

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V I. muchos años.
Madrid, 25 de enero de 1904.—P. D. (Orden ministerial de 

11 de febrero de 1983), el Seoretario de Estado de Hacienda, 
José Víc tor Sevilla Segura.
Ilmo. Sr. Subsecretario.

7837 ORDEN de 25 de enero de 1984 por la que se con­
ceden a las Empresas que al final se mencionan 
los beneficios fiscales que establece la Ley 152/ 
1963, de 2 de diciembre, sobre industrias de interés 
preferente.

Ilmo. Sr.: Vistas las Ordenes del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación de 30 de noviembre de 1983, por las que 
se declaran comprendidas en zona de preferente localización in­
dustrial agraria, al amparo de lo dispuesto en el Real Decre­
to 634/1978, de 13 de enero, a las Empresas que al final se 
relacionan,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo establecido en el articulo 6." de la 
Ley 152/1863, de 2 de diciembre, y artículo 8.° del Deore- 
to 2382/1972, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamen­
tarias de cada tributo, a las específicas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento se­
ñalado por la Oreen de este Ministerio de 27 de marzo de 1865, 
se otorgan a las Empresas que al final se relacionan los siguien­
tes beneficios fiscales:

Ai Reducción del 85 por 100 de la cuota de licencia fiscal del 
Impuesto Industrial durante el período de instalación.

B) Reduoción del 95 por 100 de los derechos arancelarlos, 
Impuesto de Compensación de Gravámenes Interiores e Impues­
to General sobre el Tráfico de las Empresas que graven la im­
portación de bienes de equipo y utillaje de primera instala­
ción, cuando no se fabriquen en España. Este beneficio se 
hace extensivo a los materiales y productos que, no producién­
dose en España, se importen para su incorporación en primera 
instalación a bienes de equipo de producción nacional.

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra B) se en­
tiende concedido por un periodo de cinco años a partir de la 
publicación de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante, dicha reducción se aplicará eá la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá finali­
zado el mismo día que, en su caso, se produzca la integración 
de España en las Comunidades Económicas Europeas, y

2 Dicho plazo se iniciará, cuando procediere, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de Adueñas e Impuestos Especiales, de acuerdo con lo previsto 
en la Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en su 
case, de los impuestos bonificados.

Tercero.—Contra la presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición, de acuerdo con lo previsto en el articu­
lo 12r de la Ley de Procedimiento Administrativo, ante el Mi­
nisterio de Economía y Hacienda, en el plazo de un mes, con­
tado a partir del día siguiente al de su publicación.

Cuarto —Relación de Empresas:
«Julián Soler, S. L.» (N. I. F. B-16010373).—Ampliación de la 

industria de ooncentrado de mostos, sita en Quintanar del Rey 
(Cuenca).

cooperativa «Santo Cristo del Socorro». (N. I. F. F-18007502). 
Ampliación de la bodega de elaboración y almacenamiento de 
vinos, sita en Hontanaya (Cuenca).

Cooperativa «Cristo de la Vega».—Ampliación de su envasa­
dora de vinos, sita en Socuéllamos (Ciudad Real) (número de 
identificación fiscal F-13003223).

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid. 25 de enero de 1984.—P. D. (Orden ministerial de 

11 de febrero de 1983), el Secretario de Estado de Hacienda, 
José Víctor Sevilla Segura.
Ilmo. Sr. Subsecretario.

7838 ORDEN de 25 de enero de 1984 por la que se con­
ceden a las Empresas que se mencionan los benefi­
cios fiscales que establece la Ley 152/1963, de 2 
de diciembre, sobre industrias de interés prefe­
rente.

Ilmo. Sr.: Vistas las Ordenes del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación de 30 de noviembre de 1983, por las que 
se declaran comprendidas en zonas de preferente localización 
industrial agraria a las Empresas que al final se relacionan 
al amparo de lo previsto en el Real Decreto 634/1878, de 13 de 
enero,

Lele Ministerio, a propuesta de la Direcoión General de Tri­
butos. de conformidad oon lo establecido en el articulo 8.° de la 
Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y articulo 8.“ del Decreto 2392/ 
1972, de 18 do agosto, ha tenido a bien disponen

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamen­
tarias de cada tributo, a las especificas del régimen que deriva 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento se-


